STJSL-S.J. – S.D. Nº 144/18.-

--En la Provincia de San Luis, a veinticinco días del mes de julio de dos mil dieciocho, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “MANSILLA, SEBASTIÁN ROMÁN c/ EL AMPARO S.A. y OTROS s/ ACCIDENTE O ENFERMEDAD LABORAL – RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP. Nº 219848/11.-
Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. CARLOS ALBERTO COBO, LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es procedente el recurso de inconstitucionalidad planteado?

II) En su caso, ¿Qué resolución corresponde dictar?

III) ¿Cuál sobre costas?

IV) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

V) ¿Existe en la sentencia recurrida alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C.?

VI) En caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la ley en el caso en estudio?

VII) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

VIII) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: 1) Que en fecha 28/06/2017, mediante actuación N° 7450209, la parte actora interpuso recurso de queja por recurso extraordinario de inconstitucionalidad denegado, en contra de la sentencia interlocutoria R.R. LABORAL N° 83/2017, de fecha 21/06/2017 (actuación N° 7400286), dictada por la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 2 de la Primera Circunscripción Judicial, que resolvió declarar formalmente inadmisible el recurso extraordinario interpuesto por la actora, mediante actuación N° 6564840, de fecha 19/12/2016.
Que en fecha 12/10/2017, por SI Nº 208/17, en actuación N° 8022808, el Superior Tribunal hizo lugar a la Queja y concedió el Recurso de Inconstitucionalidad por la causal no reglada de arbitrariedad, sin perjuicio de lo que se resolviere en oportunidad del dictado de la sentencia definitiva.
2) Que el recurso extraordinario de inconstitucionalidad (de fecha 19/12/2016, actuación N° 6564840) se dedujo contra la sentencia definitiva R.L. LABORAL N° 71/2016 (29/11/16), dictada por la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 2, de la Primera Circunscripción Judicial, que en lo esencial rechazó el recurso de apelación que había interpuesto la actora en contra de la sentencia de primera instancia, en cuanto ésta había rechazado la acción incoada por el actor contra Alberto Rodríguez Saá.
3) Antecedentes. 
Antes de exponer las críticas del recurrente en contra de la sentencia en crisis conviene, para mayor claridad de la cuestión a decidir, hacer una puntualización de los antecedentes relevantes. 
3.1) El actor inició demanda de daños y perjuicios por accidente de trabajo contra la empresa “El Amparo SH”, y en contra de Cristian Woronko, quienes lo habían contratado para el desmonte de árboles quemados en una propiedad de Alberto Rodríguez Saá, a quien también demandó en calidad de dueño de la cosa (árbol) que produjo el daño (art. 1113 CC), según puede verse en la ampliación de demanda de fs. 8/25.
3.2) La sentencia de primera instancia en lo medular, hizo lugar parcialmente a la demanda, por lo que condenó a Cristian Woronko y/o El Amparo SH a indemnizar al actor una minusvalía del 66%, con más $ 50.000 como daño moral, art. 1113 CC.
Además, en lo que interesa al efecto de resolver el recurso extraordinario, rechazó la acción contra Alberto Rodríguez Saá, por carecer éste de legitimación pasiva.

Para así decidir, la jueza de primera instancia dijo que a pesar de que el hecho ocurrió en el predio propiedad de Rodríguez Saá, no existió relación laboral entre él y el actor; y, además, al haber sido demandado Rodríguez Saá en forma personal, -no como empresa-, no puede aplicársele la solidaridad del art. 30 de la LCT.
3.3) Apelada la sentencia por el accionante, los camaristas advirtieron que le asistía razón a la crítica del apelante, en lo que respecta a la inexplicable omisión de la jueza de grado en examinar la procedencia de la acción a tenor de las pretensiones del actor, lo que conducía a dirimir si era procedente alguna de las eximentes invocadas por el dueño del predio y de la cosa, esto es el uso de la cosa en contra de la voluntad expresa o presunta del dueño, la culpa de la víctima o la de un tercero por quien no se deba responder. 
Al analizar las eximentes de responsabilidad, encontraron configurada la contenida en la última parte del art. 1113 del CC, es decir que la cosa fue utilizada en contra de la voluntad (presunta) del dueño del predio, pues tuvieron por acreditado en base al testimonio de Gabriel Martín Sosa Miranda, que la persona contratada para la tala de árboles no era Woronko, sino un tercero (el propio Sosa Miranda); por lo que concluyeron en que el daño sufrido por el actor cuando se encontraba ejecutando una tarea distinta a la que debía realizar, no puede ser imputado al dueño del predio.
En relación a la producción de la prueba testimonial, valoraron los camaristas que para el actor hubiera sido de utilidad indagar si era o no habitual que como parte de las tareas de desmalezado también efectuaran la tala de uno o más árboles y, en ese caso, inquirir si encontraron la resistencia u oposición del dueño del predio; lo que no hicieron, según precisó la Cámara.
Por tales fundamentos, la alzada rechazó el recurso de apelación y confirmó la sentencia de primera instancia.
4) Contra dicho pronunciamiento, la parte actora dijo que la arbitrariedad de la sentencia finca en que se ha valido del principio de libre apreciación de la prueba para lograr una exclusión de responsabilidad, basándose en que la víctima se encontraba cumpliendo tareas que no le fueron encomendadas, por lo que encontró encuadrado el caso en la última parte del art. 1113 CC, por cuanto la cosa se habría dado con una finalidad y se la terminó usando para otra.
Criticó que los camaristas hayan tenido en cuenta un solo testimonio para achacar al actor exceso en la tarea encomendada; y que también se haya calificado de poco diligentes a los abogados de la actora, por no haber indagado sobre otros hechos que hubiesen descartado la voluntad presunta del demandado de no permitir la tala de árboles a Woronko y sus empleados.
Dijo que, efectivamente, el testigo Gabriel Martín Sosa Miranda, afirma que realiza la tala de árboles en la propiedad de Rodríguez Saá, quien es el que indica qué arboles talar y cuáles no; pero el recurrente puntualizó que el testigo en ningún momento dijo que Woronko o el actor se encontraran inhabilitados para realizar la tala de árboles o que la hubieran realizado en contra de la voluntad del dueño del predio.
De ello, concluyó que no existe elemento probatorio en la declaración de Sosa Miranda que lleve a concluir en la prohibición de Woronko de realizar la tarea de tala, o en la realización de esta en contra de la voluntad del dueño.
También señaló que el propio Woronko reconoció (foja 62) que al momento del accidente se encontraban cortando un pino que le impedía realizar la fumigación de maleza y desmalezado para la que habían sido contratados. Añadió que en la actuación policial de foja 157 y vta. el padre del demandado Woronko, manifestó que al momento del accidente el actor se encontraba trabajando para su hijo, cortando pinos de gran tamaño.
Invocó la testimonial de Juan Carlos Sosa como sigue: «En pregunta 7) fs. 232 a dicho testigo sobre para que tareas a realizar en EL DURAZNO ALTO fueron contratados, dijo: ...SI, DESMONTE.CORTANDO EL PINO CON MOTOSIERRA...
En pregunta 8) sobre que personas se encontraban trabajando en la tarea de desmonte, respondió: ...YO, EL MUCHACHO MANSILLA Y OTRO...
En pregunta 10) sobre si recordaba cómo fue el accidente de Mansilla, contestó: ...ESTAMOS JUNTANDO RAMAS CON EL MUCHACHO MANSILLA, ESTABAN LOS OTROS CORTANDO EL PINO, TROPEZÓ CON UNA PIEDRA Y EL ARBOL LE CAYÓ ENCIMA...
En pregunta 11) sobre dónde había ocurrido el accidente, dijo: ...EN EL DURAZNO ALTO, EN LA CASA DE RODRIGUEZ SAA...»

5) Corrido el traslado, la contraria no contestó, por lo que se le dio por perdido el derecho de hacerlo, tal como puede verse en el decreto de fecha 10/03/2017 (actuación N° 6867077).
6) Para circunscribir el ámbito del ataque recursivo, debo recordar que el auto interlocutorio STJSL –S.J. – S.I. N° 280/17 que admitió la queja y concedió el recurso extraordinario de inconstitucionalidad local, lo hizo sólo por la causal de arbitrariedad de sentencia, tal como puede verse en el punto I) de la resolución referida, de fecha 12/10/2017 (actuación N° 8022808), de modo que de prosperar el tratamiento de los agravios por arbitrariedad, no habría en rigor, sentencia propiamente dicha, tal como lo ha dicho la CSJN en Fallos: 312:1034; 318:189; 319:2264, entre muchos otros.

También es pertinente tener presente que: “El recurso de inconstitucionalidad resulta de carácter excepcional y de interpretación restrictiva y su admisión se circunscribe a los supuestos en que una cuestión constitucional, oportuna y debidamente introducida, deviene esencial para la resolución de la causa. Por ello, el remedio extraordinario, lejos de importar la apertura de una tercera instancia, sirve para el cumplimiento del estricto control de constitucionalidad y no para revisar sentencias pronunciadas por los jueces de la causa, en tanto y en cuanto ellas no presenten vicios de entidad grave que lesionen un principio constitucional, o que impliquen su descalificación como actos jurisdiccionales válidos en el ámbito de la doctrina de la arbitrariedad”. (Cfr. Saldaño, Armando Sixto vs. Roda de Garín, Gladis s. Queja por recurso de inconstitucionalidad denegado /// Corte de Justicia, Salta; 20-03-2012; Sumarios Oficiales Poder Judicial de Salta; RC J 5271/13).
Y en igual sentido, “El recurso de inconstitucionalidad tiene carácter excepcional, por ello, las causales se interpretan restrictivamente, evitando que la Corte se convierta en una tercera instancia ordinaria, contraviniendo todo el sistema recursivo”. (Cooperativa Eléctrica y Anexos de Rivadavia Ltda. s. Recurso de inconstitucionalidad en: Cooperativa Eléctrica y Anexos de Rivadavia Ltda. vs. Municipalidad de Rivadavia s. Cobro de pesos /// Suprema Corte de Justicia, Mendoza; 05-09-2011; Rubinzal Online; RC J 12475/11).
Además de ello, se debe tener en cuenta que, precisamente, por el carácter restrictivo y extraordinario del remedio de impugnación, tanto la Corte Suprema cuanto este Alto Cuerpo, han sostenido respectivamente que “... al contar el pronunciamiento impugnado con fundamentos suficientes, al margen de su acierto o error cabe concluir que no corresponde hacer lugar a la tacha de arbitrariedad formulada, pues tal doctrina no autoriza a sustituir el criterio de los jueces de las instancias ordinaria por el de este Tribunal…” (Fallos: 297:235; STJSL “Castelli, Oscar Roque c/ De-Cre-Mer y Centro de Comercio e Industria de la ciudad de Villa Mercedes- Habeas Data- Medida Autosatisfactiva- Dilig. Preliminar- Recurso de Queja”, del 5-10-05; STJSL Nº 90/09 “Aguilera, Roberto Carlos y Otros – Homicidio Calificado – Recurso de Queja”, del 12-03-09, entre otros).
A la luz de las precisiones conceptuales precedentes, y en contraste con los agravios expuestos por el recurrente, puede concluirse que la crítica no patentiza un yerro de tal entidad que conduzca a calificar la sentencia como arbitraria.
En realidad, la principal crítica del recurrente estriba en reprochar la ponderación probatoria realizada por los jueces de cámara, en particular la del testigo Gabriel Martín Sosa Miranda, y, al respecto, solo ha reiterado los argumentos expuestos en el memorial de agravios, los que fueron debidamente tratados por la Cámara en la sentencia que recurre.

En concreto, el único embate sustancial dirigido en contra de lo argumentado por la sentencia, es el que se refiere a que si bien el testigo Gabriel Martín Sosa Miranda, afirmó que es quien realiza la tala de árboles en la propiedad de Rodríguez Saá -quien le indica qué árboles talar y cuáles no- de allí no puede seguirse que Woronko o el actor se encontraran inhabilitados para realizar la tala de árboles o la hubieran realizado en contra de la voluntad del dueño del predio.

La Cámara tomó dicho agravio, tal como puede verse en el onceavo párrafo del considerando III, de la sentencia bajo examen, a partir de lo cual tuvo por configurada la eximente de responsabilidad, por uso de la cosa en contra de la voluntad presunta de su dueño, porque Woronko -al talar el árbol- había excedido la encomienda que el dueño le había efectuado.
Por ello, la reiteración del agravio, sin que se haya demostrado la ilogicidad argumental de lo expuesto por la Cámara no puede erigirse en un agravio idóneo para hacer procedente el recurso extraordinario. El resto de los agravios propuestos también son inconducentes, porque o bien se refieren a cuestiones no controvertidas, o presentan una valoración alternativa y distinta a la efectuada por los jueces, sin que se haya logrado demostrar la sinrazón de esta última.
Así se ha dicho que: “(d)eviene improcedente el recurso extraordinario que no contiene una crítica prolija de la sentencia impugnada y donde no se rebaten todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya el tribunal para arribar a las conclusiones que agravian a la apelante, a cuyo efecto no basta sostener un criterio interpretativo distinto al allí seguido. Y tal requisito no se satisface con la reiteración de argumentos vertidos en anteriores etapas del proceso, sobre cuestiones ya resueltas con suficiente fundamentación de derecho”. (Flores, Claudia Verónica vs. Disco S.A. s. Queja por recurso de inconstitucionalidad denegado /// Corte de Justicia, Salta; 23-12-2010; Sumarios Oficiales Poder Judicial de Salta; RC J 4239/13)
Y también se ha precisado que “(l)a tacha de arbitrariedad requiere que se invoque y demuestre la existencia de vicios graves en el pronunciamiento judicial consistentes en razonamientos groseramente ilógicos y contradictorios, apartamiento palmario de las circunstancias del proceso, omisión de considerar hechos y pruebas decisivas o carencia absoluta de fundamentación”. (Procargo S.A. s. Recurso de casación en: Procargo S.A. s. Concurso preventivo /// Suprema Corte de Justicia, Mendoza; 02-07-2004; Rubinzal Online; RC J 4131/04).
Por ello, al margen del acierto o error en la resolución puntual de caso, la sentencia luce suficientemente y razonablemente fundada, con argumentos lógicos y compatibles con el derecho vigente, lo que impide declararla arbitraria.
“En lo concerniente al alegado agravio por arbitrariedad de sentencia, corresponde señalar, conforme a las pautas de la CSJN, que la sentencia arbitraria no es aquella que contenga un error o equivocación cualquiera, sino la que padece de omisiones o desaciertos de extrema gravedad, que la invalidan como decisión jurisdiccional. El fallo de este Cuerpo se apoya en argumentos adecuados y suficientemente amplios como para sustentarlo, pese a la crítica efectuada; fue juzgado a la luz del derecho vigente y con la inteligencia que acuerdan las normas de derecho no federal, de manera que lo expuesto por el recurrente sólo traduce, en definitiva, desacuerdos con los fundamentos de los votos de los vocales que conformaron la mayoría de la decisión judicial, lo que no autoriza el otorgamiento de la apelación extraordinaria”. (Nazar Anchorena Viñedos Río Colorado vs. Provincia de Río Negro s. Sumario - Casación /// Superior Tribunal de Justicia, Río Negro; 19-11-1990; Revista de Jurisprudencia Provincial; RC J 972/05).
En consecuencia, debo concluir que el escrito recursivo no patentiza la invocada arbitrariedad por infracción constitucional, pues la sentencia no presenta un error de tal magnitud que la vacíe de juridicidad.

En pacífica jurisprudencia, tanto la Corte Suprema cuanto este Alto Cuerpo, han sostenido respectivamente que “... al contar el pronunciamiento impugnado con fundamentos suficientes, al margen de su acierto o error cabe concluir que no corresponde hacer lugar a la tacha de arbitrariedad formulada, pues tal doctrina no autoriza a sustituir el criterio de los jueces de las instancias ordinaria por el de éste Tribunal…” (Fallos: 297:235; STJSL “Castelli, Oscar Roque c/ De-Cre-Mer y Centro de Comercio e Industria de la ciudad de Villa Mercedes- Habeas Data- Medida Autosatisfactiva- Dilig. Preliminar- Recurso de Queja”, del 5-10-05; STJSL Nº 90/09 “Aguilera, Roberto Carlos y Otros – Homicidio Calificado – Recurso de Queja”, del 12-03-09, entre otros).-

En consecuencia, VOTO a la Primera Cuestión por la NEGATIVA.-

Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Que, en atención a lo votado en la cuestión anterior, corresponde rechazar el recurso extraordinario de inconstitucionalidad interpuesto. ASÍ LO VOTO.

Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.

A LA TERCERA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Imponer las costas al recurrente vencido (arts. 68 y 69 del CPC y C). ASÍ LO VOTO.-
Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.
A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: 1) Que de conformidad con constancias del sistema IURIX, la parte actora interpuso en fecha 05/12/2016 (actuación N° 6503894) recurso de casación contra sentencia definitiva R.L. LABORAL N° 71/2016, dictada por la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 2 de la Primera Circunscripción Judicial, que rechazó la apelación de la actora, y por sus fundamentos confirmó la sentencia de primera instancia que, -en lo que constituye materia de agravio-, había rechazado la acción contra Alberto Rodríguez Saá, por falta carecer éste de legitimación pasiva.

Los fundamentos del recurso intentado lucen incorporados en el sistema IURIX en fecha 19/12/2016, mediante actuación N° 6564828.-

De los aludidos fundamentos resulta que el recurrente invoca la causal contenida en el inciso b) del art. 287 (interpretación errónea de una norma legal); sin embargo en el desarrollo del escrito alude a que se ha mal aplicado el art. 1113 del CC, causa que en abstracto corresponde al inciso a) del mentado art. 287.

Dijo que el fallo atacado aplicó el art. 1113 del CC, en su redacción al momento de la ocurrencia del accidente; y que hizo lugar a la eximente de responsabilidad, por haberse excedido el actor en la encomienda, por encontrarse al momento del siniestro ejecutando una tarea distinta de la que debía realizar; y que a tal decisión la Cámara arribó con el siguiente razonamiento: “...el uso contra la voluntad implica no solo falta de autorización sino la demostración de que tal uso se ha llevado a cabo existiendo oposición expresa o tácita del dueño o guardián de la cosa...”

“...bajo esta noción quedan cubiertos los casos en que la cosa ha sido dada para una finalidad determinada y se la usa para otra absolutamente distinta modificando sustancialmente el destino para el cual se la entregó...”

“...habiendo quedado acreditado que la persona contratada por el demandado con la finalidad de llevar a cabo la tala de árboles no era el codemandado Woronko, sino un tercero...el daño sufrido por el actor, cuando se encontraba ejecutando una tarea distinta a la que debía realizar, no puede ser imputada al dueño del predio...”

Dijo, que como fundamento del razonamiento expuesto, el tribunal solo analizó el testimonio de Martín Sosa Miranda; pero que en ningún momento dicho testigo afirmó ser la única persona que realizaba la tarea de tala ni que el Sr. Rodríguez Saá hubiera prohibido que otras personas la realizasen, ni que el Sr. Woronko o el actor se encontraran inhabilitados para realizarlas o las hubieran realizado en contra de la voluntad del demandado.
También invocó el testimonio de Woronko de foja 62 y vta. y la actuación policial de foja 157 y vta. donde consta la declaración del padre de Woronko, de los cuales surgiría que al momento del siniestro se encontraban cortando un pino.
Asimismo, transcribió parcialmente la testimonial de Juan Carlos Sosa, a partir de la cual “deduce” que “…las tareas encomendadas lo fueron por el dueño, el cual contrató los servicios de tala, ya que de lo contrario no se explica cómo el actor y sus compañeros de trabajos ingresaron a la propiedad del demandado”.
Agregó, que el actor no se encontraba talando árboles al momento del accidente, sino juntando maleza.

Luego insistió en que el actor y sus compañeros se encontraban en el predio con autorización del dueño (circunstancia que no se encuentra controvertida), y para ello hace referencia al informe del personal médico y sanitario que asistió en ambulancia al actor luego del accidente.
En razón de lo dicho concluyó que “…las tareas de desmonte y tala fueron contratadas por el propietario del predio, Dr. Rodríguez Saá y se ejecutaron por su propia voluntad permitiendo la tala y el desmonte, beneficiándose con dicha tarea, por lo que no se encuentra eximente alguno de responsabilidad en su conducta frente al hecho dañoso ocurrido al actor en cumplimiento de las tareas encomendadas, tanto en lo dispuesto por el art. 1111 como 1113 CC”.
Añadió. que no basta que el agente haya usado la cosa sin autorización del responsable para eximir de responsabilidad al dueño o guardián; sino que este deberá responder si con su conducta posibilitó su utilización por otra persona debiéndose hacer cargo de las consecuencias dañosas.
Así, cuando el art. 1113 exige la prueba de la voluntad contraria (expresa o presunta) del dueño o guardián, para eximirlo de responsabilidad, exige también que se acredite por este haber obrado diligentemente, adoptando todas las medidas necesarias para impedir la utilización indiscriminada de la cosa, lo cual no ocurrió en el caso que nos ocupa.
Finalizó impetrando que se haga lugar al recurso. Citó doctrina y jurisprudencia. 
2) Corrido el traslado, la contraria no contestó, por lo que se le dio por perdido el derecho de hacerlo, tal como puede verse en el decreto de fecha 10/03/2017 (actuación N° 6867077)
3) Que en fecha 14/08/2017 se pronunció el Procurador General, en actuación N° 7642913, quien dictaminó que el recurso debe rechazarse, porque no advierte: “…configurado el error de derecho necesario para habilitar la intervención del más Alto Tribunal de la Provincia, esto es, a criterio de esta Procuración no surge palmario el error jurídico en el que podrían haber incurrido los Sres. Jueces de Cámara en su unánime fallo. Antes bien, luce fundado en reglas de la sana crítica, en tanto derivación razonada del plexo jurídico mediante el que interpretaron los hechos valorados en apelación, estando vedada en casación la revisión de cuestiones de hecho y prueba que escapan a la vía intentada”.-

4) Que, ante todo, corresponde evaluar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad del recurso, esto es, la aptitud formal del acto impugnaticio derivada de la confluencia de los requisitos exigidos por la ley para provocar el juicio de casación. 

En este sentido, observo que el recurso ha sido interpuesto y fundado temporáneamente, conforme los términos del art. 289 del CPC y C, en atención a constancia de: 1) la fecha de notificación de la sentencia recurrida, 05/12/2016, (ver actuación N° 6502397); 2) la interposición del recurso en fecha 05/12/2016, (ver actuación N° 6503894); y 3) la fundamentación del mismo en fecha 19/12/2016 (ver actuación N° 6564828).

Asimismo, tengo presente que en virtud de la excepción expresa contenida en el artículo 290 del CPC y C, el recurrente se encuentra eximido de abonar el depósito exigido ordinariamente como requisito de admisibilidad del recurso de casación, toda vez que el recurrente inviste la calidad de empleado o trabajador.

Por otro lado, se pretende la casación de una sentencia definitiva emanada de Cámara de Apelación, en cumplimiento de lo preceptuado por el art. 286 del CPC y C.

En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a) del art. 301 CPC y C, que el recurso articulado deviene formalmente admisible.

Por lo expuesto, VOTO a esta CUARTA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.

Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.

A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: 1) Que, a los efectos del análisis de esta quinta cuestión, y en armonía con lo que prescribe el art. 301 inc b) del CPC y C, debe dilucidarse si en la resolución recurrida existe alguna de las causales previstas en el art. 287 del código citado y si el escrito de fundamentación se basta así mismo, caso contrario el recurso deducido no podría prosperar. (STJSL, “Kravetz Elías Samuel c/ Edesal S.A. – D. y P. - Recurso de Casación”, 17-05-2007).
Al respecto, este Alto Cuerpo tiene establecido que, para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma en que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumple (hace que) el recurso en estudio deb(a) ser rechazado (Cfr. fallo citado en párrafo anterior).

En relación a la correcta conceptualización y por ende preciso trazado de lindes del remedio impugnaticio intentado, cabe señalar, siguiendo a doctrina especializada, que una de las características típicas de la casación es que solo tiene viabilidad en el caso que exista un motivo legal (causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por ley. Por ello, puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; b) siendo esa vía extraordinaria, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo. (Cfr. Juan Carlos Hitters, “Técnica de los recursos extraordinarios y de la casación” 2da. Edición, p.213).- STJSL. “Chávez Mirta Nora c/ Obra Social Personal De Ind. Químicas y Petroquímicas s/ Cobro De Pesos - Recurso De Casación”, 29-11-2007.-

2) Que, del análisis de la exposición recursiva y tal como ha sido relatado precedentemente, en lo pertinente, lo primero que debe destacarse es la deficiente cuadratura que se le ha dado a la causal casatoria invocada, tal como se lo advirtió más arriba. Ello no puede considerarse con liviandad como una simple errata material, pues en atención a la especificidad del recurso, se exige que el recurrente plantee ab initio con toda exactitud y precisión el error jurídico que propone como materia para ser revisado y, eventualmente, enmendado casando la sentencia.

Ahora bien, más allá de lo apuntado en el párrafo antecedente, si bien el interesado recurrente insiste en que no cuestiona el tratamiento dado a las pruebas rendidas, lo cierto es que la exposición se funda preponderantemente en criticar la valoración probatoria realizada por la Cámara, pretendiendo descalificar ésta e imponer una distinta que conduzca a un resultado diverso, restando entidad a la prueba tenida en cuenta por el tribunal, y poniendo de resalto otros elementos de prueba acordes con la derivación que se pretende.
Es evidente que la crítica del fallo parte fundamentalmente de una discrepancia respecto de las valoraciones probatorias realizadas por el a quo, sobre la configuración de la eximente contenida en el último párrafo de artículo aplicado 1113 CC, que exime de responsabilidad al dueño o guardián del daño causado con una cosa usada en contra de su voluntad expreso o presunta.
El resto de los argumentos además de tener la misma connotación fáctica, son inconducentes; vrg. aquellos que tienden a acreditar que el actor se encontraba en el predio, con autorización del dueño. Esa circunstancia, no está controvertida ni forma parte de lo argüido por la Cámara para fallar como lo hizo.
Por ello, la reiterada afirmación de que no debe prosperar la eximente, es sólo eso, una aseveración dogmática, basada en una endeble propuesta probatoria, distinta a la efectuada por la Cámara en ejercicio de sus facultades jurisdiccionales.

En consecuencia, le asiste razón al Procurador General que advirtió sobre la inexistencia del error jurídico en el planteo recurrente.

En tal sentido el Superior Tribunal de San Luis ha dicho que: “…si de la lectura del recurso de casación se advierte que se plantean cuestiones de naturaleza esencialmente probatoria; estas son ajenas a la Casación según pacífico criterio de este Alto Cuerpo, puesto que la finalidad institucional de este carril impugnatorio busca el cumplimiento de la ley, la unificación de la interpretación del derecho y por ende debe aprehender los hechos como vienen relatados por los jueces de grado. La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara porque este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio…” (STJSL-S.J. – S.D. N° 14/13 - BARROSO, LEONARDO EDUARDO ANDRÉS c/ GLOBAL PUNTANA S.R.L. y OTRO s/ DEMANDA LABORAL — RECURSO DE CASACIÓN - Expte. N° 18-B-12 - IURIX N° 71858/7).
Del mismo modo es de aplicación al presente lo sostenido invariablemente por este Superior Tribunal respecto al recurso en estudio, cuando dijo que: “…La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara porque este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho, excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio…” (STJSL Nº 53/04 “BCO. SAN LUIS S.A. BCO. COMERCIAL MINORISTA c/ LINDOW Y ASOC. S.A. Y/OTRO – EJ. HIPOTECARIA – RECURSO DE CASACIÓN”, 19-10-04).

En consecuencia, siendo la cuestión planteada ajena al ámbito de la casación, el medio recursivo en estudio deviene improcedente, debiendo destacarse, nuevamente, que el recurso de casación no procura una tercera instancia con el fin de revisar la justicia material de las sentencias de tribunales de grado, sino antes bien el restablecimiento del imperio de la ley a través de la correcta hermenéutica en atención principalmente a consideraciones de interés público vinculados con la seguridad jurídica por sobre los intereses de las partes en un litigio singular.

Por lo expuesto VOTO a esta cuestión por la negativa.
Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.

A LA SEXTA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Dado la forma como se ha votado la cuestión anterior, no corresponde su tratamiento. ASÍ LO VOTO.-
Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta SEXTA CUESTIÓN.

A LA SÉPTIMA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo Que, en consecuencia corresponde rechazar el recurso de casación. ASÍ LO VOTO.-
Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta SÉPTIMA CUESTIÓN.

A LA OCTAVA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Costas al recurrente vencido, arts. 68 y 69 del CPC y C. ASÍ LO VOTO.-
Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta OCTAVA CUESTIÓN.

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, veinticinco de julio de dos mil dieciocho.-

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el recurso extraordinario de inconstitucionalidad interpuesto en fecha 28/06/2017.-
II) Costas al recurrente vencido.-

III) Rechazar el recurso de casación interpuesto en fecha 05/12/16.-
IV) Costas al recurrente vencido.-
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.- 
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.-
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